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EL INFORME PEPENICO 

PATRIMONIO PROTEGIDO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD: 

CÓMO AYUDAR A UN FAMILIAR Y QUÉ VENTAJAS FISCALES TIENE 

Cuando una familia tiene una persona con discapacidad a su cargo, una de las 

preocupaciones más habituales es saber cómo garantizarle una estabilidad económica 

presente y futura. No se trata solo de ayudarle ahora, sino de ordenar esa ayuda para que 

quede vinculada realmente a sus necesidades: vivienda, cuidados, asistencia, salud, 

educación, manutención o cualquier otra necesidad vital debidamente justificada. 

Para eso existe el patrimonio protegido de las personas con discapacidad. Es una figura 

jurídica y fiscal que permite separar determinados bienes, derechos o dinero para 

destinarlos exclusivamente a cubrir las necesidades vitales de una persona con 

discapacidad. No es una simple cuenta bancaria familiar, ni una donación informal, ni una 

transferencia que se hace de vez en cuando. Es una estructura jurídica que exige formalidad, 

control y documentación. 

Su interés es doble. Por un lado, permite crear una masa patrimonial a favor de la persona 

con discapacidad. Por otro, puede permitir a determinados familiares aplicar una reducción 

en su IRPF por las aportaciones realizadas, siempre dentro de los límites y requisitos 

previstos por la normativa. La Ley 41/2003 define esta figura como un patrimonio 

especialmente protegido cuyos bienes y derechos quedan afectos a la satisfacción de las 

necesidades vitales de su titular. 

¿Quién puede ser beneficiario del patrimonio protegido? 

El beneficiario siempre será la persona con discapacidad en cuyo interés se constituye el 

patrimonio protegido. Es decir, el patrimonio no se crea para la familia, ni para los padres, 

ni para los hermanos, sino para la persona con discapacidad, que será su titular. 

A efectos de la Ley 41/2003, pueden ser beneficiarias las personas con una discapacidad 

psíquica igual o superior al 33%, o con una discapacidad física o sensorial igual o superior 

al 65%. Ese grado debe acreditarse mediante certificado administrativo o resolución judicial 

firme. 

Este punto es esencial, porque no basta con que exista una situación de dependencia, una 

necesidad familiar evidente o una discapacidad reconocida en términos sociales amplios. 

Para aplicar correctamente el régimen jurídico y fiscal del patrimonio protegido deben 

cumplirse los requisitos legales concretos. 

¿Cómo se constituye? 

El patrimonio protegido debe constituirse mediante escritura pública ante notario o por 

resolución judicial. Esta formalidad no es un detalle menor: es la base que permite dotar de 
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seguridad jurídica a la operación y, en su caso, acceder al régimen fiscal previsto en la 

normativa. 

En la escritura o resolución deben identificarse, como mínimo, los bienes o derechos que se 

aportan inicialmente, las reglas de administración, la persona que administrará el 

patrimonio y las medidas de control o fiscalización que se establezcan. También conviene 

prever un administrador sustituto para evitar problemas si el administrador inicialmente 

designado fallece, renuncia o no puede continuar ejerciendo su función. 

La ley exige que el documento público o resolución judicial incluya inventario, reglas de 

administración y, en su caso, medidas de control para garantizar el respeto de los derechos, 

deseos y preferencias de la persona beneficiaria. 

Por tanto, no es recomendable limitarse a hacer transferencias periódicas a una cuenta 

bancaria y pensar que con eso ya existe un patrimonio protegido. Si no se constituye 

correctamente, Hacienda podría negar la aplicación del régimen fiscal y exigir la 

regularización correspondiente. 

¿Quién puede aportar bienes o dinero? 

Pueden existir aportaciones civilmente válidas realizadas por distintas personas, pero no 

todas generan ventaja fiscal en el IRPF. 

La ventaja fiscal principal está prevista para quienes tengan con la persona con discapacidad 

una relación de parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, para 

su cónyuge o para quienes la tengan a su cargo en régimen de tutela o acogimiento. En la 

práctica, esto incluye padres, hijos, abuelos, nietos, hermanos, tíos, sobrinos y cónyuge, 

siempre cumpliendo el resto de requisitos. 

Otros familiares más lejanos o terceros podrían realizar aportaciones desde el punto de 

vista civil, pero normalmente no podrán aplicar la reducción estatal en su IRPF. También 

puede aportar bienes propios la persona con discapacidad, pero esas aportaciones no 

generan reducción fiscal como aportante. 

La aportación debe ser gratuita y real. No debe utilizarse esta figura para encubrir pagos 

recíprocos, compensaciones, préstamos familiares o simples movimientos de dinero sin 

verdadera voluntad de aportar al patrimonio protegido. 

¿Qué ventaja fiscal tiene el aportante? 

 La ventaja fiscal no consiste en una deducción directa de la cuota, sino en una reducción 

de la base imponible del IRPF del aportante. La diferencia es importante: se reduce la base 

sobre la que se calcula el impuesto, no directamente el impuesto a pagar. 

Con carácter general, cada aportante puede reducir hasta 10.000 euros anuales por las 

aportaciones realizadas al patrimonio protegido de una persona con discapacidad. Además, 
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existe un límite conjunto de 24.250 euros anuales para todas las reducciones practicadas 

por las personas que aporten a favor de un mismo patrimonio protegido. Si varias personas 

aportan al mismo beneficiario y se supera ese límite conjunto, las reducciones deben 

ajustarse proporcionalmente. 

Si una aportación excede los límites aplicables, el exceso puede reducirse en los cuatro 

ejercicios siguientes, siempre que se sigan cumpliendo los requisitos legales y exista base 

imponible suficiente. 

Por ejemplo, si una madre aporta 8.000 euros al patrimonio protegido de su hijo con 

discapacidad, podrá reducir esos 8.000 euros en su IRPF si cumple los requisitos. Si el padre 

aporta 12.000 euros, podrá reducir hasta 10.000 euros ese año y trasladar el exceso 

conforme a la norma. Si varios familiares aportan 30.000 euros en conjunto, deberán tener 

presente que el límite máximo anual reducible por beneficiario es de 24.250 euros. 

¿Cómo tributa la persona beneficiaria? 

Este punto suele olvidarse, pero es muy importante. Para la persona con discapacidad, las 

aportaciones realizadas al patrimonio protegido pueden tener la consideración de 

rendimientos del trabajo hasta determinados límites. No obstante, la Ley del IRPF establece 

una exención para estos rendimientos hasta un importe máximo anual de tres veces el 

IPREM. 

En 2026, tomando como referencia un IPREM anual de 7.200 euros, ese límite de exención 

sería de 21.600 euros. El exceso, si lo hubiera, podría tributar como donación en el impuesto 

sobres sucesiones y donaciones de la persona beneficiaria. 

En las aportaciones no dinerarias, como inmuebles, valores u otros bienes, conviene 

analizar con especial cuidado el tratamiento fiscal, porque pueden aparecer efectos en IRPF 

o en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones según la parte de la aportación y su 

calificación fiscal. 

¿En qué puede gastarse el dinero del patrimonio protegido? 

El dinero y los bienes del patrimonio protegido deben destinarse a las necesidades vitales 

de la persona beneficiaria. Esto puede incluir gastos médicos, terapéuticos, asistenciales, 

educativos, de vivienda, manutención, cuidados personales, adaptación de vivienda o 

apoyos vinculados a su situación. 

La clave está en poder justificar el gasto. No basta con que el dinero salga de la cuenta del 

patrimonio protegido: debe poder acreditarse que se ha destinado a una necesidad real de 

la persona beneficiaria. Por eso es recomendable conservar facturas, justificantes 

bancarios, informes médicos, informes educativos, documentos sociales y cualquier 

acuerdo o decisión adoptada por el administrador. 
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También puede haber gastos discutibles. Por ejemplo, pagar un colegio privado con cargo 

al patrimonio protegido podría ser defendible si se acredita que responde a necesidades 

educativas, asistenciales o de inclusión derivadas de la discapacidad. Si no existe esa 

justificación, Hacienda podría cuestionar el gasto. 

La regla de mantenimiento: cuidado con disponer de los bienes demasiado 

pronto 

La normativa fiscal establece una regla de mantenimiento. Si se dispone de cualquier bien 

o derecho aportado al patrimonio protegido en el año de la aportación o en los cuatro años 

siguientes, pueden producirse consecuencias fiscales para el aportante y para el 

beneficiario. 

En términos prácticos, si se incumple la regla, el aportante podría tener que presentar una 

autoliquidación complementaria, devolver las reducciones practicadas e ingresar los 

intereses de demora correspondientes. La persona beneficiaria también podría verse 

obligada a regularizar su IRPF si dejó de integrar determinadas rentas por aplicación de la 

exención. 

Ahora bien, no todo gasto supone necesariamente una disposición fiscalmente 

problemática. Si el gasto está correctamente justificado y se destina a cubrir necesidades 

vitales de la persona con discapacidad, puede defenderse que responde a la finalidad propia 

del patrimonio protegido. Por eso la documentación es tan importante. 

Errores frecuentes que conviene evitar 

El primer error es pensar que basta con hacer una transferencia. No basta. El patrimonio 

protegido exige constitución formal mediante escritura pública o resolución judicial. 

El segundo error es aportar sin planificación. Si varios familiares aportan cantidades 

relevantes en el mismo ejercicio, pueden superarse los límites fiscales y generar excesos o 

tributación adicional. 

El tercer error es usar el dinero para gastos familiares generales. El patrimonio protegido 

no debe financiar necesidades de terceros ni gastos ajenos al beneficiario. Su finalidad es 

proteger a la persona con discapacidad, no convertirse en una cuenta común de la familia. 

El cuarto error es no conservar documentación. En caso de comprobación, la familia debe 

poder demostrar quién aportó, cuánto aportó, cuándo lo hizo, qué se gastó, por qué se 

gastó y cómo se relaciona ese gasto con las necesidades vitales de la persona beneficiaria. 

Y el quinto error es olvidar que pueden existir especialidades autonómicas o forales. El 

régimen estatal común es la base, pero antes de realizar una operación concreta conviene 

revisar el territorio aplicable, la residencia fiscal, el tipo de bien aportado y la situación 

personal de la persona beneficiaria. 
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Conclusiones 

El patrimonio protegido es una herramienta muy útil para familias que quieren ayudar de 

forma ordenada a una persona con discapacidad. Permite crear una estructura patrimonial 

destinada a cubrir sus necesidades vitales y, al mismo tiempo, ofrece incentivos fiscales a 

determinados aportantes. 

Pero su utilidad depende de hacerlo bien. Hay que constituirlo formalmente, elegir 

correctamente al administrador, documentar cada aportación, respetar los límites fiscales, 

justificar cada gasto y revisar periódicamente la situación. 

En definitiva, no debe tratarse como una simple cuenta bancaria familiar, sino como una 

verdadera estructura de planificación patrimonial. Bien utilizada, puede aportar 

tranquilidad, orden y protección. Mal utilizada, puede generar regularizaciones fiscales, 

intereses y problemas con Hacienda. 

La recomendación es clara: antes de constituir un patrimonio protegido o realizar 

aportaciones relevantes, conviene analizar el caso concreto, la discapacidad reconocida, 

los familiares que van a aportar, los bienes que se pretenden incluir y las necesidades 

previsibles de la persona beneficiaria. De la misma manera habrá que planificar 

anualmente cada aportación que quiera realizarse. 

En Málaga, a 8 de julio de 2026 

 

Jesús Ruiz Ballesteros 

Economista y Abogado 

NOTA: Este documento ha sido elaborado por Ruiz Ballesteros Abogados y 

tiene, por tanto, derechos de autor protegidos. A su vez, no puede considerarse 

como asesoramiento pues éste debe realizarse de manera personalizada, no 

responsabilizándose el autor de las consecuencias que pueda tener cualquier 

persona que quiera aplicarlo sin el debido acompañamiento profesional. 
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